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JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO

Medellín, diez (10) de septiembre  de dos mil catorce (2014)
	RADICADO:

	05001 33 33 020 2014 00554 00

	TRAMITE
	CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL

	SOLICITANTE 
	POLICÍA NACIONAL

	SOLICITADO
	JORGE ENRIQUE PADRÒN VILLA

	DECISIÓN
	IMPRUEBA CONCILIACIÓN 

	INTERLOCUTORIO 
	No. 470


La POLICÍA NACIONAL por conducto de apoderado judicial constituido para tal efecto, presentó solicitud de conciliación prejudicial ante el Procurador Delegado para la Jurisdicción Contencioso Administrativo, con el propósito de que cite al señor JORGE ENRIQUE PADRÓN VILLA, identificado con la cédula de ciudadanía Nº 73.117.330, con la finalidad de exponer fórmula de arreglo, conforme al certificado del Comité de Conciliación y Defensa Judicial del Ministerio de Defensa Nacional y de la Policía Nacional y cancelar los haberes retenidos durante el tiempo de suspensión en el ejercicio de sus funciones y atribuciones, teniendo en cuenta que mediante resolución Nº 01778 del 5 de mayo de 2000, se ordenó la devolución de estos emolumentos.    
ANTECEDENTES

Fundamenta su petición en los hechos que se resumen de la siguiente manera:

Mediante Resolución Nº 11565 del 15 de octubre de 1993, se suspendió en el ejercicio de sus funciones y atribuciones al entonces capitán Jorge Enrique Padron Villa, a partir del 15 de octubre de 1993, teniendo en cuenta que el Juzgado 139 de Instrucción Penal Militar del Departamento de Policía Santander, con providencia de la misma fecha, decretó en su contra medida de aseguramiento de detención preventiva, sindicándolo por el delito de hurto, entre otros.

Por Resolución Nº 03305 del 12 de noviembre de 1998, se le restableció en el ejercicio de funciones y atribuciones al Capitán Jorge Enrique Padron Villa, toda vez que la Dirección Regional de Fiscalías, Secretaría 25 de Santafé de Bogotá con oficio Nº S25—2643 del 30 de septiembre de 1998, informó que en providencia de fecha 21 de septiembre de 1998, se ordenó la preclusión de la investigación a favor del prenombrado y ordenó su libertad provisional, y que se le resolvió definitivamente su situación jurídica mediante providencia del 25 de febrero de 2000 por la Sala Especial de Descongestión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Santa Fe de Bogotá, según consta en la Resolución Nº 01778 del 05 de mayo de 2000.

Al policial mientras estuvo bajo la medida de aseguramiento, le fueron retenidos sus haberes de manera provisional. Posteriormente, mediante Resolución Nº 01778 del 5 de mayo de 2000 se ordenó la devolución de haberes retenidos.  
Por lo anterior el señor Jorge Enrique Padrón Villa, mediante petición presentada ante la entidad accionada el 02 de agosto de 2013, solicita la devolución de los haberes dejados de percibir.
Admitida la solicitud de conciliación por parte de la Procuraduría 112 Judicial II para Asuntos Administrativos,  mediante auto No 110 del 3 de febrero de 2014 y habiéndose calificado la misma, se fijó fecha para la celebración de la audiencia el día 19 de marzo de 2014 a las 4:30 p.m. (folio 29-30); pero la misma es suspendida, por cuanto el señor JORGE ENRIQUE PADRÒ VILLA, en la fecha señalada no asistió con apoderado que lo representara; es así como una vez allegado poder para representar al convocado, mediante auto Nº 163 del 27 de marzo de 2014, se programó nueva fecha para realización de dicha audiencia, fijando el día  22 de abril de 2014 a las 11:00 a.m., misma que fuera aplazada a efectos de que se aclararan las pretensiones de la convocatoria, fijando como nueva fecha el 30 de abril de 2014 a las 11:00 a.m.. Llegada la hora y fecha señalada, se logró un acuerdo conciliatorio contenido en el acta No 28549 (folio 45), con la siguiente manifestación de las partes: 
El apoderado de la parte convocante, expresó: 

“conforme al certificado del Comité de Conciliación y Defensa Judicial del Ministerio de Defensa Nacional y de la Policía Nacional , y cancelar los haberes retenidos durante el tiempo de suspensión en el ejercicio de sus funciones y atribuciones, teniendo en cuenta que mediante Resolución Nº 01778 del 5 de mayo de 2000, y teniendo en cuenta los oficios S-2013-231881-DIPON/DIRAF-TEGEN 18.1 del 13 de  agosto de 2013 y Nº S-2013-288994/DIRAF-TEGEN 18.1 del 3 de octubre de 2013 suscrito por el Tesorero General de la Policía Nacional , mediante el cual adjunta la liquidación de los haberes descontados al señor teniente coronel JORGE ENRIQUE PADRÓN VILLA, los cuales concluyen que los haberes retenidos es p or un valor de $ 14.965.448.64, la conclusión o el complemento de la anterior resolución , la cual en la parte resolutiva no expresa el valor, sólo habla del reconocimiento del derecho de manera general. Se le cancelará la suma de $ 14.965.448.64, una vez sea presentada la respectiva cuenta de cobro ante la Dirección General de la Policía Nacional, Secretaría General, la cual deberá ser acompañada entre otros documentos por la primera copia que presta mérito ejecutivo del auto aprobatorio con su respectiva constancia de ejecutoria, se procederá a conformar expediente de pago al cual se le asignará un turno, tal como lo dispone el artículo 35 del Decreto 359 de 1995, y de acuerdo a la disponibilidad presupuestal que exista en el momento, se procederá a efectuar el pago mediante acto administrativo  dentro del término de seis (6) meses, sin reconocimiento a intereses dentro de este periodo. Una vez transcurran los seis meses se reconocerá el pago de intereses de acuerdo a la Ley, lo anterior previa la autorización del juez competente”.
De la propuesta anterior, se le corre traslado al apoderado convocado quien manifestó:  
“si acepto la fórmula conciliatoria”. 

El Procurador Judicial, en la respectiva acta de conciliación,  presenta las siguientes consideraciones: 

“Observa este despacho que la solicitud y el acuerdo conciliatorio, no se enmarca dentro de ninguno de los medios de control (nulidad y restablecimiento del derecho, reparación directa o contractual) en los que es requisito de procedibilidad. En gracia de discusión, podría pensarse que el medio de control es el proceso ejecutivo, para lo cual no es necesario el requisito de procedibilidad, pero lo que se observa en este caso es un ofrecimiento de pargo por parte de la administración a una obligación que a juicio de esta agencia  está prescrita, habida cuenta que lo que se pretende pagar es un título ejecutivo contenido en la resolución 01778 del 5 de mayo de 2000. Los oficios posteriores emitidos por la entidad en el año 2013, no pueden de manera alguna revivir los términos de una obligación que en la opinión de este despacho ya está prescrita, prescripción que es una de las maneras que conforme a la normatividad, se extinguen las obligaciones. También el acreedor, hoy convocado, JORGE ENRIQUE PADRON VILLA, guardó silencio durante el periodo comprendido entre el 5 de mayo de 2000 y el 3 de julio de 2013, fecha en la cual conforme al expediente solicitó su pago, es decir no hizo valer su derecho dejándolo prescribir, para finalizar en nuestra legislación no hay obligaciones irredimibles (…)”
Celebrada la diligencia de conciliación, se remitió por parte de la Procuraduría 112 Judicial II Administrativa el expediente para su respectiva aprobación, habiendo correspondido a este despacho por reparto.
CONSIDERACIONES

Señala el artículo 70 de la Ley 446 de 1998 que las personas jurídicas de derecho público pueden conciliar total o parcialmente en las etapas prejudicial o judicial “... sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o pueda conocer la jurisdicción de lo contencioso administrativo a través de las acciones previstas en los artículos 138, 140 y 141 del Código Contencioso Administrativo...”.
Igualmente, el artículo 23 de la Ley 640 de 2001 establece: “Las conciliaciones extrajudiciales en materia de lo contencioso administrativo sólo podrán ser adelantadas ante los agentes del Ministerio Público asignados a esta jurisdicción”.
A su turno, el artículo 24 de la referida Ley, dispone: “Aprobación Judicial de conciliaciones extrajudiciales en materia de lo contencioso Administrativo. Las actas que contengan conciliaciones extrajudiciales en materia de lo contencioso administrativo se remitirán a más tardar dentro de los tres (3) días siguientes al de su celebración, al Juez o Corporación que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, a efecto de que imparta su aprobación o improbación. El auto aprobatorio no será consultable.” Disposición, que debe ser interpretada en concordancia con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 73 de la Ley 446 de 1998, que dispone:

“Artículo 73. Competencia. La Ley 23 de 1991 tendrá un artículo nuevo, así:

"Artículo 65A. El auto que apruebe o impruebe el acuerdo conciliatorio corresponde a la Sala, Sección o Subsección de que forme parte el Magistrado que actúe como sustanciador; contra dicho auto procede recurso de apelación en los asuntos de doble instancia y de reposición en los de única.

El Ministerio Público podrá interponer el recurso de apelación para ante el Tribunal, contra el auto que profiera el Juez Administrativo aprobando o improbando una conciliación. Las partes podrán apelarlo, sólo si el auto imprueba el acuerdo.

La autoridad judicial improbará el acuerdo conciliatorio cuando no se hayan presentado las pruebas necesarias para ello, sea violatorio de la ley o resulte lesivo para el patrimonio público.

Parágrafo. Lograda la conciliación prejudicial, el acta que la contenga será suscrita por las partes y, por el agente del Ministerio Público y se remitirá, a más tardar, al día siguiente, al Juez o Corporación que fuere competente para conocer de la acción judicial respectiva, a efecto de que imparta su aprobación o improbación. El auto aprobatorio no será consultable."

La Ley 1285 de 2009, en su artículo 13 aprueba como artículo nuevo de la Ley 270 de 1996 el artículo 42A el siguiente: 
“Conciliación judicial y extrajudicial en materia contencioso-administrativa. A partir de la vigencia de esta ley, cuando los asuntos sean conciliables, siempre constituirá requisito de procedibilidad de las acciones previstas en los artículos 138, 140, 141 del Código Contencioso Administrativo o en las normas que lo sustituyan, el adelantamiento del trámite de la conciliación extrajudicial”.

Por su parte, el Decreto 1716 del 14 de mayo de 2009, reglamentario del artículo 13 de la Ley 1285 citada con anterioridad, indica expresamente en el numeral 3º del artículo 9: 
“Si hubiere acuerdo se elaborará un acta que contenga: lugar, fecha y hora de celebración de la audiencia; identificación del agente del Ministerio Público; identificación de las personas citadas con señalamiento expreso de las que asisten a la audiencia; relación sucinta de las pretensiones motivo de la conciliación; el acuerdo logrado por las partes con indicación de la cuantía, modo, tiempo y lugar de cumplimiento de las obligaciones pactadas.  

…El acta será firmada por quienes intervinieron en la diligencia y por el agente del Ministerio Público y a ella se anexará original o copia auténtica de la respectiva acta del comité de conciliación o se aportará un certificado suscrito por el representante legal que contenga la determinación tomada por la entidad.”

También, el artículo 13 ibídem señala: 
“MÉRITO EJECUTIVO DEL ACTA DE CONCILIACIÓN. El acta de acuerdo conciliatorio total o parcial adelantado ante el agente del Ministerio Público y el correspondiente auto aprobatorio debidamente ejecutoriado prestarán mérito ejecutivo y tendrán efecto de cosa juzgada”.

En este orden, procede este Despacho a revisar el acta de conciliación prejudicial y los documentos que integran el diligenciamiento, con el fin de analizar si se cumplieron los requisitos de procedibilidad y de fondo señalados en las normas enunciadas.   

La conciliación es un mecanismo alternativo de solución de conflictos por la cual dos o más personas naturales o jurídicas resuelven sus conflictos ante un tercero conocido como conciliador. La Ley dispone, que los asuntos susceptibles de conciliación son aquellos que sean transigibles, desistibles y aquellos que expresamente determine la ley. Así mismo clasifica la conciliación en judicial y prejudicial.

El Consejo de Estado en auto del 7 de febrero de 2007, sobre los supuestos de aprobación del acuerdo conciliatorio, refirió: 

“De conformidad con el artículo 59 de la ley 23 de 1991, modificado por el artículo 70 de la ley 446 de 1998, podrán conciliar, total o parcialmente, prejudicial o judicialmente, las personas jurídicas de derecho público, a través de sus representantes o por conducto de apoderado, sobre conflictos de carácter particular y contenido económico de que conozca o pueda conocer la jurisdicción de lo contencioso administrativo a través de las acciones previstas en los artículo 138, 140 y 141 del C. C. A.

En materia contenciosa administrativa la ley autoriza el uso de este mecanismo, siempre que se acrediten unas exigencias especiales que deban ser valoradas por el juez.

Al respecto esta Corporación ha señalado, de manera reiterada, que el acuerdo conciliatorio se someterá a los siguientes supuestos de aprobación
:

a)   La debida representación de las personas que concilian. 

a) La capacidad o facultad que tengan los representantes o conciliadores para conciliar. 

b) La disponibilidad de los derechos económicos enunciados por las partes. 

c) Que no haya operado la caducidad de la acción. 

d) Que lo reconocido patrimonialmente esté debidamente respaldado en la actuación. 

e) Que el acuerdo no resulte abiertamente lesivo para el patrimonio público (artículo 73  y 81 de la Ley 446 de 1998). 

Acerca del respaldo probatorio requerido para la aprobación del acuerdo conciliatorio, la Sala, en auto del 30 de marzo de 2000, señaló lo siguiente:

“En tratándose de materias administrativas contenciosas para las cuales la ley autoriza el uso de este mecanismo, dado el compromiso del patrimonio público que le es inherente, la ley establece exigencias especiales que debe tomar en cuenta el juez a la hora de decidir sobre su aprobación.
Entre dichas exigencias, la ley 446 de 1998, en el último inciso del art. 73, prescribe que el acuerdo conciliatorio debe estar fundado en “las pruebas necesaria” que permitan deducir una alta probabilidad de condena contra el Estado – en el evento de que el interesado decidiese ejercitar las acciones pertinentes -, de modo tal que lo acordado no resulte lesivo del patrimonio público o violatorio de la ley.” 
Del mismo modo, el Órgano de Cierre de esta Jurisdicción, en auto del 21 de octubre de 2009, radicado 36.221, expresó: 

“B. Ahora bien, esta Sección del Consejo de Estado, de manera reiterada, ha establecido que el juez, para aprobar una conciliación judicial, debe verificar el cumplimiento de los siguientes requisitos:

1. Que no haya operado el fenómeno jurídico procesal de la caducidad de la acción (art. 61 Ley 23 de 1.991, modificado por el art. 81 Ley 446 de 1.998).

2. Que el acuerdo conciliatorio verse sobre acciones o derechos económicos disponibles por las partes (art. 59 Ley 23 de 1991 y 70 Ley 446 de 1.998).

3. Que las partes estén debidamente representadas y que tales representantes tengan capacidad para conciliar.

4. Que el acuerdo conciliatorio cuente con las pruebas necesarias, no sea violatorio de la ley o no resulte lesivo para el patrimonio público (art. 65A Ley 23 de 1.991 y art. 73 Ley 446 de 1998).

Si bien en el presente caso están dados los tres primeros requisitos antes señalados, estima la Sala que el acuerdo logrado entre las partes no cumple con el cuarto requisito, razón por la cual se improbará, puesto que una vez revisado el expediente en su integridad, se encuentra que existen varios procesos que no cuentan con las pruebas suficientes…”

En cuanto a las pruebas que sustentan el acuerdo conciliatorio, la Alta Magistratura en proveído del 3 de marzo de 2010, expediente 37.644, manifestó:

“4. Que el acuerdo conciliatorio cuente con las pruebas necesarias, no sea violatorio de la ley o no resulte lesivo para el patrimonio público (artículo 65 A de la Ley 23 de 1991 y artículo 73 de la Ley 446 de 1998).

Respecto de este requisito, esta Sección del Consejo de Estado, de manera general y reiterada, ha sostenido que si bien la conciliación propende por la descongestión de la Administración de Justicia y por la composición del conflicto a través de una solución directa acordada por las partes, no lo es menos que todo acuerdo conciliatorio debe ser examinado por el juez, quien para aprobarlo debe establecer que ese arreglo económico se ajuste a la ley y no resulte lesivo para el patrimonio público
. 

En tales condiciones, el solo acuerdo de voluntades entre las partes involucradas en el conflicto no basta para que dicha conciliación surta efectos jurídicos, dado que la aprobación del acuerdo conciliatorio depende de la fortaleza probatoria que lo sustenta, dado que el juez, además de llegar a la convicción de su fundamentación jurídica, debe verificar que no resulte lesivo para el patrimonio público, pues según los dictados del artículo 65 A de la Ley 23 de 1991 -adicionado por el 73 de la Ley 446 de 1998-, el acuerdo conciliatorio debe estar fundado en las pruebas necesarias, esto es contar con el debido sustento probatorio. 

En cuanto a las pruebas, éstas deben ser de tal entidad que lleven al juez al convencimiento y la certeza de que lo acordado por las partes cuenta con pleno sustento fáctico y jurídico, de manera que cualquier duda, confusión o contradicción que se presente al realizar el debido estudio de legalidad, debe considerarse como razón suficiente para improbar la conciliación realizada.

Así lo ha dicho de manera reiterada esta Corporación:

“En éste mismo sentido, ha manifestado la Sala, que la conciliación en materia contenciosa administrativa y su posterior aprobación, deben estar respaldadas con elementos probatorios idóneos y suficientes respecto del derecho objeto de controversia, por estar en juego el patrimonio estatal y el interés público, de manera que, con el acervo probatorio allegado, el juez de conocimiento no tenga duda alguna acerca de la existencia de la posible condena en contra de la administración y que por lo tanto la aprobación del acuerdo conciliatorio resultará provechoso para los intereses de las partes en conflicto.”.
 (Resalta el Juzgado)
En el caso concreto, el Despacho considera que no se cumplen a cabalidad los presupuestos señalados por lo siguiente:

a) La debida representación de las partes: Se observa que el acuerdo conciliatorio fue suscrito por el apoderado de la parte convocante, quien, según poder debidamente conferido, y visible a folio 19 y ss, cuenta con las facultades para ejercer las actuaciones necesarias “para la defensa de la Nación, conciliar total o parcialmente las pretensiones de acuerdo con los parámetros del Comité de Conciliación y de Defensa Judicial “.
Así mismo, no se discute que el convocado, se encuentra debidamente representado, en tanto confirió poder al abogado que suscribe el acta; tal como consta en el acta de la audiencia celebrada el 19 de marzo de 2014, y visible a folio 31 del expediente.
b) Respecto de la caducidad de la acción: El artículo 164
 del Código de procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo- Ley 1437 de 2011, preceptúa los términos en los cuales debe presentarse la acción, las cuales  se deben revisar con el fin de proceder a verificar los requisitos que también se exigen para analizar la legalidad de la conciliación. 
En el presente asunto no es posible advertir a qué medio de control correspondería la solicitud previa del acuerdo conciliatorio, con el fin de establecer los términos que para cada caso se deben contabilizar para ejercer el derecho de acción, situación que además fue advertida por el Procurador 112 Judicial. 
Lo anterior al encontrar que la entidad convocante se refiere a la posibilidad del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, con el fin de hacer efectiva la orden contenida en la Resolución 01778 del 05 de mayo de 2000; sin embargo para el Despacho no es procedente que la entidad convocante pueda demandar invocando el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, para cumplir la obligación allí contenida, a sabiendas que la misma no se está negando al reconocimiento de las presuntas prestaciones adeudadas,  sino por el contrario, pretende allanarse a su pago.
Ahora bien, cosa distinta fuere que el convocado, pretendiera ejercer su derecho de acción frente a una negativa por parte de la entidad al cumplimiento de la decisión contenida en la Resolución 01778 del 05 de mayo de 2000, en tanto lo que pretendiera de ésta fuere su cumplimiento, por lo que sólo sería demandable un acto administrativo diferente, siendo este el acto administrativo por medio del cual se le negara el pago de las mismas, es decir que tampoco el convocado podría ejercer el derecho de acción por el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho  teniendo como acto demandado la Resolución 01778 del 05 de mayo de 2000.  
De lo anterior, no es posible para este Despacho verificar los términos de caducidad de la acción con base en la solicitud de conciliación y en consecuencia no se cumple en este asunto con este requisito para su aprobación.  
Entendiendo que la Caducidad, es el medio de extinguir el derecho de acción.
c)  Respecto de la prescripción de los derechos laborales:
La prescripción, es el fenómeno mediante el cual un derecho se extingue por el solo transcurso del tiempo, de acuerdo a las condiciones descritas en las normas que para cada situación se dicten; por lo que se impone el deber a la persona que tiene el derecho, a que se ejerza o reclame  dentro de un determinado período,  ya que de no hacerlo se extinguiría el mismo, por su falta de interés para ejercerlo.   

Respecto a la prescripción de los derechos laborales, la norma general, para los empleados públicos y trabajadores oficiales, se encuentra regulado en el artículo 41 del Decreto 3135 de 1968, el cual establece:

“Las acciones que emanen de los derechos consagrados en este Decreto prescribirán en tres años, contados desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. El simple reclamo escrito del empleado o trabajador ante la autoridad competente, sobre un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpe la prescripción, pero sólo por un lapso igual.”.

El Decreto 1848 de 4 de noviembre de 1969, reglamentario del Decreto 3135 de 1968, por medio del cual se dispuso la integración de la Seguridad Social entre el sector privado y público, en el artículo 102, dispuso:

“PRESCRIPCIÓN DE ACCIONES. 1. Las acciones que emanan de los derechos consagrados en el Decreto 3135 de 1968 y en este Decreto, prescriben en tres (3) años, contados a partir de la fecha en que la respectiva obligación se haya hecho exigible. 

2. El simple reclamo escrito del empleado oficial formulado ante la entidad o empresa obligada, sobre un derecho o prestación debidamente determinado, interrumpe la prescripción, pero sólo por un lapso igual.” 

Es decir, una vez causado un derecho, se cuenta con un lapso de tres años para reclamarlo inicialmente ante la Administración y posteriormente en sede judicial. El solo hecho de reclamar ante la Administración, interrumpe el lapso de tiempo por otro periodo igual, lo que significa que inicia nuevamente a contarse los tres años.

Ahora bien, respecto al personal de la Policía Nacional, se ha establecido un régimen especial, y en el caso del señor Jorge Enrique Padron Villa, es menester citar el Decreto 1212 de 1990, “Por el cual se reforma el Estatuto de personal de Oficiales y Suboficiales de la Policía Nacional”. Referente a la prescripción, dice: 
“Artículo 155. PRESCRIPCION. Los derechos consagrados en este estatuto, prescriben en cuatro (4) años que se contarán desde la fecha en que se hicieron exigibles. El reclamo escrito recibido por autoridad competente, sobre un derecho, interrumpe la prescripción, pero sólo por un lapso igual. El derecho al pago de los valores reconocidos prescribe en dos (2) años contados a partir de la ejecutoria del respectivo acto administrativo y pasarán a la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía Nacional. 


Exequible: C-298-02 


"....en el entendido de que, conforme a lo señalado en la parte motiva de esta providencia, el término de prescripción es aplicable en relación con las prestaciones unitarias de contenido patrimonial y las mesadas pensionales previstas en cada decreto. " (Subrayas del Juzgado)
Es decir, que el señor Jorge Enrique Padron Villa, tenía 4 años a partir de la expedición de la Resolución 01778 del 05 de mayo de 2000 para solicitar el pago reconocido, sin embargo guardó silencio por un término superior a los 13 años, pues solo hasta el mes de agosto de 2013, realizó ante la entidad convocante su solicitud para el pago, es decir, que su falta de interés, con base en las normas antes citadas, hizo que se extinguiera su derecho. 

Ahora bien, al Juez de lo Contencioso Administrativo le corresponde decretar de Oficio la prescripción, de conformidad con lo establecido en el artículo 180 del C.P.A.C.A. Por lo que no podría esta judicatura aprobar el acuerdo conciliatorio logrado, pues es claro para este Despacho la extinción del derecho del Señor Padron Villa.
d) Acervo Probatorio: Las pruebas que sustentan lo anterior son las siguientes:
· Resolución Nº 03305 del 12 de noviembre de 1998 “Por el cual se restablece en el ejercicio de funciones y atribuciones a tres (3) Oficiales de la Policía Nacional”  (folio 2-3).
· Resolución Nº 01778 del 05 de mayo de 2000 “Por el cual se ordena la devolución de haberes retenidos  durante la suspensión en el ejercicio de funciones y atribuciones a un personal de la Policía Nacional” (folio 3-4).

· Derecho de petición presentado por el convocante ante la entidad el día 02 de agosto de 2012, en donde solicita ante la entidad accionada el pago de los haberes reconocidos mediante Resolución Nº 01778 del 05 de mayo de 2000 (folio 7-8). 

· Oficio Nº S-2013-231881-/DIRAF-TEGEN-18.1, de la Dirección Administrativa y Financiera de la Policía Nacional, en donde se describen los valores retenidos mes por mes y año por año, y que da un total de $14.965.448,64 (folio 10).
· Oficio Nº S-2013-336724/SEGEN-ARDEJ-1.10 de la Secretaria General de la Policía Nacional, dirigido al Jefe de Unidad de Defensa Judicial, con el fin de que se realice solicitud de conciliación ante la Procuraduría Delegada (folio 13-14).

· Poder debidamente otorgado al apoderado de la entidad convocante (folio 19 a 24).
· Certificado suscrito por el Secretaria Técnico del Comité de Conciliación y Defensa Judicial de la entidad convocante (folio 25-26)

· Liquidación de pago con sistema de oscilación (folio 22 a 35)

· Acta de audiencia de conciliación N° 139 del 19 de marzo de 2014 (folio 31)

· Acta  de audiencia de fecha 22 de abril de 2014, radicación 28549 del 3 de febrero de 2014 (folio 44).

· Acta de audiencia de fecha 30 de abril de 2014, radicación 28549 del 3 de febrero de 2014 (folio 45).

Respecto a este punto, es menester indicar que, aunque a instancia de la Procuraduría 112 Judicial II Administrativa, se logró el acuerdo conciliatorio examinado, el mismo procurador con base en sus competencias, dejó constancia de que a su juicio el derecho está  prescrito y por lo tanto extinguida la obligación. 
Respecto a la prueba en estos asuntos,  la jurisprudencia, ha considerado que la conciliación administrativa debe tener soporte probatorio suficiente para su aprobación, lo que significa que en el examen de la viabilidad y razonabilidad de la conciliación, el papel de la jurisdicción no puede ser de mero espectador; debe también dar cuenta de la legalidad y del acervo probatorio del acuerdo. Al respecto ha dicho el Honorable Tribunal Contencioso Administrativo de Antioquia, en providencia de fecha 10 de mayo de 2012 con ponencia del Dr. Jorge Octavio Ramírez Ramírez, expediente N° 18600:

“Al juez, como homologador, le corresponde también mirar dos aspectos, los cuales se quieren relievar; Uno referido a la existencia de la responsabilidad contractual misma y otro al quantum o monto del arreglo.

Al primero, va dirigido el requisito objetivo: validez del negocio jurídico, entre otras cosas porque parte del supuesto de la responsabilidad del ente público. Si ella en verdad no existe no hay causa jurídica, lo que vicia de nulidad el acuerdo. Esto para citar un ejemplo.

Y el segundo, porque dentro de su rol, el juez debe examinar si el acuerdo afecta o “lesiona” el patrimonio estatal, para lo cual debe examinar también el daño, su  naturaleza, intensidad, el monto de los perjuicios, su certeza etc,…” (Negrillas  y subrayas del Despacho)       
En conclusión, en el presente caso no puede impartirse la aprobación de un acuerdo conciliatorio en sede prejudicial, cuando de su estudio no se puede establecer la validez del mismo, toda vez que para el Despacho la obligación se encuentra extinta, y no hay causa jurídica para actuar de conformidad.
Sin más consideraciones, el Despacho procederá a improbar la conciliación, ordenando la devolución de los anexos sin necesidad de desglose, previa desanotación de su registro.

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO VEINTE ADMINISTRATIVO  ORAL DE MEDELLÍN, 
RESUELVE

PRIMERO: IMPROBAR el acuerdo conciliatorio celebrado el 30 de abril de 2014, entre  la POLICIA NACIONAL y el señor JORGE ENRIQUE PADRON VILLA, por las razones expuestas en la parte motiva de la providencia.

SEGUNDO: Se dispone la entrega de los anexos a la parte interesada sin necesidad de desglose. 

TERCERO. El abogado LIBARDO GONZALO HENAO IBARGUEN actúa como apoderado de la parte convocante, y el abogado ORLANDO DE JESUS RAMIREZ actúa como apoderado de la parte convocada. 
CUARTO.  En firme esta providencia, pase  el expediente  para su archivo.

NOTIFÍQUESE

SANDRA LILIANA PÉREZ HENAO
JUEZ
	NOTIFICACIÓN POR ESTADO

JUZGADO VEINTE (20°) ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO

En la fecha se notificó por ESTADO el auto anterior.

Medellín, 11 de septiembre  de 2014 fijado a las 8 a.m.

VERÓNICA MARÍA PEDRAZA PIEDRAHITA

SECRETARIA 



NOTIFICACIÓN PERSONAL

JUZGADO VEINTE (20°) ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN
Medellín, _______________________________________

    COMPARECIÓ EL SEÑOR PROCURADOR JUDICIAL DELEGADO ANTE 

ESTE DESPACHO QUIEN SE LE NOTIFICO PERSONALMENTE 
EL CONTENIDO DEL AUTO ANTERIOR.
____________________________________________

PROCURADOR JUDICIAL No 167

MDB
� Ver, entre otras, las providencias radicadas bajo los números 21.677, 22.557, 23.527, 23.534, y 24.420 de 2003


� En este sentido, ver autos de julio 18 de 2007, exp. 31838; M.P. Dra. Ruth Stella Correa Palacio y de septiembre 4 de 2008, exp. 33.367, entre otros. 


� Consejo de Estado. Sección Tercera. Auto del 21 de octubre de 2004. Expediente 25000-23-26-000-2002-2507-01(25140) DM. MP. Germán Rodríguez Villamizar.


� ARTÍCULO 164. OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LA DEMANDA. La demanda deberá ser presentada:1. En cualquier tiempo, cuando: a) Se pretenda la nulidad en los términos del artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr003.html" \l "137" �137� de este Código; b) El objeto del litigio lo constituyan bienes estatales imprescriptibles e inenajenables; c) Se dirija contra actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones periódicas. Sin embargo, no habrá lugar a recuperar las prestaciones pagadas a particulares de buena fe; d) Se dirija contra actos producto del silencio administrativo; e) Se solicite el cumplimiento de una norma con fuerza material de ley o de un acto administrativo, siempre que este último no haya perdido fuerza ejecutoria; f) En los demás casos expresamente establecidos en la ley. 2. En los siguientes términos, so pena de que opere la caducidad: a) Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo electoral, el término será de treinta (30) días. Si la elección se declara en audiencia pública el término se contará a partir del día siguiente; en los demás casos de elección y en los de nombramientos se cuenta a partir del día siguiente al de su publicación efectuada en la forma prevista en el inciso 1o del artículo � HYPERLINK "http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr001.html" \l "65" �65� de este Código. En las elecciones o nombramientos que requieren confirmación, el término para demandar se contará a partir del día siguiente a la confirmación; b) Cuando se pretenda la nulidad de las cartas de naturaleza y de las resoluciones de autorización de inscripción de nacionales, el término será de diez (10) años contados a partir de la fecha de su expedición; c) Cuando se pretenda la nulidad o la nulidad y restablecimiento del derecho de los actos previos a la celebración del contrato, el término será de cuatro (4) meses contados a partir del día siguiente a su comunicación, notificación, ejecución o publicación, según el caso; d) Cuando se pretenda la nulidad y restablecimiento del derecho, la demanda deberá presentarse dentro del término de cuatro (4) meses contados a partir del día siguiente al de la comunicación, notificación, ejecución o publicación del acto administrativo, según el caso, salvo las excepciones establecidas en otras disposiciones legales; e) Cuando se pretenda la nulidad y la nulidad y restablecimiento del derecho de los actos administrativos de adjudicación de baldíos proferidos por la autoridad agraria correspondiente, la demanda deberá presentarse en el término de dos (2) años, siguientes a su ejecutoria o desde su publicación en el Diario Oficial, según el caso. Para los terceros, el término para demandar se contará a partir del día siguiente de la inscripción del acto en la respectiva Oficina de Instrumentos Públicos; f) Cuando se pretenda la revisión de los actos de extinción del dominio agrario o la de los que decidan de fondo los procedimientos de clarificación, deslinde y recuperación de los baldíos, la demanda deberá interponerse dentro del término de quince (15) días siguientes al de su ejecutoria. Para los terceros, el término de caducidad será de treinta (30) días y se contará a partir del día siguiente al de la inscripción del acto en la correspondiente Oficina de Instrumentos Públicos; g) Cuando se pretenda la expropiación de un inmueble agrario, la demanda deberá presentarse por parte de la autoridad competente dentro de los dos (2) meses, contados a partir del día siguiente al de la ejecutoria del acto administrativo que ordene adelantar dicha actuación; h) Cuando se pretenda la declaratoria de responsabilidad y el reconocimiento y pago de indemnización de los perjuicios causados a un grupo, la demanda deberá promoverse dentro de los dos (2) años siguientes a la fecha en que se causó el daño. Sin embargo, si el daño causado al grupo proviene de un acto administrativo y se pretende la nulidad del mismo, la demanda con tal solicitud deberá presentarse dentro del término de cuatro (4) meses contados a partir del día siguiente al de la comunicación, notificación, ejecución o publicación del acto administrativo; i) Cuando se pretenda la reparación directa, la demanda deberá presentarse dentro del término de dos (2) años, contados a partir del día siguiente al de la ocurrencia de la acción u omisión causante del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió tener conocimiento del mismo si fue en fecha posterior y siempre que pruebe la imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia. Sin embargo, el término para formular la pretensión de reparación directa derivada del delito de desaparición forzada, se contará a partir de la fecha en que aparezca la víctima o en su defecto desde la ejecutoria del fallo definitivo adoptado en el proceso penal, sin perjuicio de que la demanda con tal pretensión pueda intentarse desde el momento en que ocurrieron los hechos que dieron lugar a la desaparición; j) En las relativas a contratos el término para demandar será de dos (2) años que se contarán a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que les sirvan de fundamento. Cuando se pretenda la nulidad absoluta o relativa del contrato, el término para demandar será de dos (2) años que se empezarán a contar desde el día siguiente al de su perfeccionamiento. En todo caso, podrá demandarse la nulidad absoluta del contrato mientras este se encuentre vigente. En los siguientes contratos, el término de dos (2) años se contará así: i) En los de ejecución instantánea desde el día siguiente a cuando se cumplió o debió cumplirse el objeto del contrato; ii) En los que no requieran de liquidación, desde el día siguiente al de la terminación del contrato por cualquier causa; iii) En los que requieran de liquidación y esta sea efectuada de común acuerdo por las partes, desde el día siguiente al de la firma del acta; iv) En los que requieran de liquidación y esta sea efectuada unilateralmente por la administración, desde el día siguiente al de la ejecutoria del acto administrativo que la apruebe; v) En los que requieran de liquidación y esta no se logre por mutuo acuerdo o no se practique por la administración unilateralmente, una vez cumplido el término de dos (2) meses contados a partir del vencimiento del plazo convenido para hacerlo bilateralmente o, en su defecto, del término de los cuatro (4) meses siguientes a la terminación del contrato o la expedición del acto que lo ordene o del acuerdo que la disponga; k) Cuando se pretenda la ejecución con títulos derivados del contrato, de decisiones judiciales proferidas por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo en cualquier materia y de laudos arbitrales contractuales estatales, el término para solicitar su ejecución será de cinco (5) años contados a partir de la exigibilidad de la obligación en ellos contenida; l) Cuando se pretenda repetir para recuperar lo pagado como consecuencia de una condena, conciliación u otra forma de terminación de un conflicto, el término será de dos (2) años, contados a partir del día siguiente de la fecha del pago, o, a más tardar desde el vencimiento del plazo con que cuenta la administración para el pago de condenas de conformidad con lo previsto en este Código.
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